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Providencia:

Sentencia de 11 de septiembre de 2019

Radicación Nro:
66001-31-05-004-2017-00120-01

Proceso:

Ordinario Laboral

Demandante:

Alberto González González
Demandado:

Colpensiones

Magistrado Ponente:
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
Juzgado Cuarto Laboral del Circuito

TEMAS:
PENSIÓN DE INVALIDEZ / DE ORIGEN COMÚN / COMPATIBILIDAD DE ESTA PRESTACIÓN CON SALARIO DEVENGADO DE UNA RELACIÓN LABORAL / SALVO QUE AMBAS ASIGNACIONES PROVENGAN DEL TESORO PÚBLICO.
Sostiene la Sala de Casación Laboral en las sentencias de 15 de mayo de 2006 radicación 26.049 y en la SL 619 de 28 de agosto de 2013 radicación 40.887 con ponencia de la Magistrada Elsy del Pilar Cuello Calderón, que de conformidad con lo previsto en el artículo 40 de la Ley 100 de 1993 la pensión de invalidez de origen común debe empezarse a pagar a partir de la fecha de estructuración, sin que sea posible exigir la desafiliación del sistema. De la misma manera indicó que si bien los aportes al Sistema General de Pensiones no implican necesariamente la existencia de un vínculo laboral, no es menos cierto que nada impide que una persona inválida reciba la pensión del correspondiente fondo y a la vez el salario por parte de su empleador…
Adicionalmente a lo expuesto por el máximo órgano de la jurisdicción laboral, es del caso señalar que si ello no fuere así, el legislador no hubiere determinado en el artículo 33 de la Ley 361 de 1997, por medio de la cual se establecieron mecanismos de integración social de las personas en situación de discapacidad, la compatibilidad de la pensión de invalidez y del salario, cuando prescribió “El ingreso al servicio público o privado de una persona en situación de discapacidad que se encuentre pensionada, no implicará la pérdida ni suspensión de su mesada pensional, siempre que no implique doble asignación del tesoro público”, norma ésta que fue objeto de estudio por parte de la Corte Constitucional, quien en sentencia C-072 de 4 de febrero de 2003 la declaró exequible al concluir que esas asignaciones no tienen la misma naturaleza…
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

Hoy, once de septiembre de dos mil diecinueve, siendo las diez y quince minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral N° 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la AFP PROTECCIÓN S.A. en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 12 de marzo de 2019, dentro del proceso que le promueve el señor ALBERTO GONZÁLEZ GONZÁLEZ, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-005-2016-00731-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:
ANTECEDENTES

Pretende el señor Alberto González González que la justicia laboral declare que tiene derecho a que se le reconozca la pensión de invalidez a partir del 14 de septiembre de 2015 y con base en ello aspira que se condene a la AFP Protección S.A. a reconocer y pagar la prestación económica, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 y las costas procesales a su favor.

Refiere que fue calificado por la Junta Regional de Invalidez del Valle del Cauca, quien determinó que tenía una PCL del 72.1% de origen común estructurada el 14 de septiembre de 2015; los diagnósticos que causaron la calificación fueron artritis reumatoide seronegativa y el síndrome del túnel del carpo bilateral; en el periodo comprendido entre el 1º de septiembre de 2008 y el 31 de agosto de 2013 prestó sus servicios a favor de las Empresas Varias de Caicedonia E.V.C ESP, lo que generó que la misma hiciera los correspondientes aportes al sistema general de pensiones a la AFP Protección S.A.; en los tres años anteriores a la fecha de estructuración tiene cotizadas 51.42 semanas.
Al dar respuesta a la demanda –fls.47 a 56- la AFP Protección S.A. manifestó que el dictamen emitido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez del Valle del Cauca no le fue notificado, vulnerándosele el derecho fundamental al debido proceso, razón por la que dicho documento no le es oponible y por tanto no existe la posibilidad de reconocer a su cargo la pensión de invalidez que el actor solicita, además de tener cotizadas únicamente 49 semanas dentro de los tres años anteriores a la estructuración de la invalidez. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito de “Inexistencia de la obligación por inexistencia de causa jurídica”, “Inexistencia del derecho al reconocimiento de la pensión de invalidez por parte de Protección S.A.”, “Ausencia del requisito de densidad de 50 semanas en los 3 años anteriores a la fecha de estructuración de invalidez”, “Inoponibilidad del dictamen proferido por la Junta Regional dada la ausencia de notificación de dicho dictamen”, “Carencia de fundamento legal técnico médico – científico”, “Improcedencia del reconocimiento de intereses moratorios” y “Prescripción”.

En sentencia de 12 de marzo de 2019, la funcionaria de primer grado determinó que el dictamen emitido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez del Valle del Cauca no le era oponible a la AFP Protección S.A. por cuanto a dicha actuación no fue vinculada y tampoco se le notificó el contenido del dictamen, motivo por el que no pudo ejercer su legítimo derecho a la defensa.
No obstante lo anterior y teniendo en cuenta que por solicitud de la AFP Protección S.A. se practicó un nuevo dictamen por parte de la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, la a quo le otorgó plena validez a ese nuevo experticio, en la medida en que el mismo estuvo a disposición de las partes para que fuera controvertido y en la audiencia de trámite y juzgamiento se hizo presente su médico ponente, quien absolvió todas las inquietudes de las partes y del despacho.

Al valorar su contenido, tuvo por demostrada la condición de invalidez del señor Alberto González González al determinarse que tiene una PCL del 51.03% de origen común estructurada el 10 de octubre de 2012, encontrando también, con base en la historia laboral aportada por Protección S.A., que dentro de los tres años anteriores acredita 154 semanas cotizadas, lo que genera que se le reconozca la pensión de invalidez a partir de la fecha de estructuración de la invalidez, en cuantía equivalente al salario mínimo legal mensual vigente y por 13 mesadas anuales.

Después de declarar probada la excepción de prescripción sobre las mesadas causadas antes del 8 de marzo de 2014, condenó a la AFP accionada a reconocer un retroactivo pensional causado entre esa fecha y el 28 de febrero de 2019, la suma de $44.446.324 e igualmente los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, pero a partir de la ejecutoria de la sentencia. 

Inconforme con la decisión, el apoderado judicial de la AFP Protección S.A, manifestó que más allá de acreditarse la densidad de semanas dentro de los tres años anteriores a la estructuración de la invalidez, la verdad es que debe tenerse en cuenta que de acuerdo a las pruebas, el señor González González después del 10 de octubre de 2012 ha continuada ejecutando actividades laborales para generar su sustento, lo que significa que no estaba imposibilitado para trabajar, lo que imposibilita el disfrute de la prestación económica.
De la misma manera, considera que el juzgado tomó por sorpresa con la emisión de la sentencia a la parte pasiva de la litis, debido a que basó su decisión en un dictamen respecto al cual no hizo ningún análisis la parte actora y frente al cual no pretendía el reconocimiento de la pensión de invalidez, razón por la que estima que se debió absolver a la AFP Protección S.A. de las pretensiones de la demanda.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.
Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver el siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:
¿Le asiste razón al apoderado judicial de la AFP Protección S.A. cuando afirma que fue sorprendido por la funcionaria de primer grado al fundamentar su decisión en el dictamen emitido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda?

¿Es incompatible la percepción del salario con el disfrute de la pensión de invalidez?

COMPATIBILIDAD A PERCIBIR EL SALARIO Y LA PENSION DE INVALIDEZ DE ORIGEN COMUN

Sostiene la Sala de Casación Laboral en las sentencias de 15 de mayo de 2006 radicación 26.049 y en la SL 619 de 28 de agosto de 2013 radicación 40.887 con ponencia de la Magistrada Elsy del Pilar Cuello Calderón, que de conformidad con lo previsto en el artículo 40 de la Ley 100 de 1993 la pensión de invalidez de origen común debe empezarse a pagar a partir de la fecha de estructuración, sin que sea posible exigir la desafiliación del sistema. De la misma manera indicó que si bien los aportes al Sistema General de Pensiones no implican necesariamente la existencia de un vínculo laboral, no es menos cierto que nada impide que una persona inválida reciba la pensión del correspondiente fondo y a la vez el salario por parte de su empleador; situaciones éstas que explicó en los siguientes términos:
“Luego, se reitera que por disposición legal expresa, la pensión de invalidez se paga desde la fecha de la estructuración del estado que la ocasione, sin que se exija la desafiliación del sistema; pero, además, de acuerdo con el artículo 17 de la Ley 100 de 1993, “la obligación de cotizar cesa al momento en que el afiliado reúna los requisitos para acceder a la pensión mínima de vejez, o cuando el afiliado se pensione por invalidez o anticipadamente”, es decir que antes de percibir la prestación por invalidez, el afiliado no tiene que dejar de cotizar, y por ello, se reitera que la demandante no perdía su derecho, por haber continuado cotizando al sistema de pensiones y salud.   

“Incluso, los aportes al sistema no implican necesariamente la existencia de la vinculación laboral, ni de la prestación de los servicios personales; y en todo caso, nada impide que una persona inválida reciba pensión del ISS, al tiempo que salarios de la empleadora. 

“Y si se tiene en cuenta que de conformidad con el artículo 10 de la Ley 100 de 1993, "El sistema general de pensiones tiene por objeto garantizar a la población, el amparo contra las contingencias derivadas de la vejez, la invalidez y la muerte", basta que se estructure ese estado, para que la entidad de seguridad social asuma el riesgo, mediante el pago de la correspondiente prestación, en acatamiento del mencionado artículo 40 de la misma normatividad, sin que pueda exonerarse por el hecho de haber recibido unas cotizaciones que no impedían la consecución de la pensión.
“Ahora, la declaración de invalidez se produce por los organismos que tienen a su cargo tal calificación, las Juntas Calificadoras; por ello, aquel estado no puede estimarse disminuido, inexistente o extinguido por el hecho de continuar la persona incapacitada afiliada al sistema de pensiones y pagando los aportes, porque son hechos que no descalifican, ni hacen cesar la invalidez, que es la condición para el reconocimiento pensional.  

“De otro lado, conforme con el artículo 38 de la Ley 100 de 1993, en el régimen de la pensión por riesgo común, se considera inválida la persona que ha perdido su capacidad para laborar mínimo en un 50%, sin embargo, no por ello puede asegurarse que siempre se impida ejercer un trabajo en determinadas condiciones y etapas de su vida, según la causa de la invalidez y el oficio o profesión del afectado.”.  

EL CASO CONCRETO

Al dar respuesta al libelo introductorio –fls.47 a 55- la AFP Protección S.A. luego de señalar los motivos por los que se oponía a la prosperidad de las pretensiones, entre ellos, el hecho de que el dictamen emitido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez del Valle del Cauca –fls.14 y 15- no le fuera oponible al no haber sido vinculado a dicho trámite, ni notificado su contenido; solicitó como prueba “Dictamen Pericial”, solicitándole al despacho la realización de un nuevo dictamen de PCL del accionante, en donde se definiera, el porcentaje total de PCL, la fecha de estructuración y su origen; argumentando la necesidad de la prueba en que “… el dictamen aportado por la parte demandante no fue notificado a mi representada en cumplimiento al debido proceso, razón por la cual no se ejerció el derecho constitucional de defensa, esto es además derecho de contradicción (sic) y tal y como lo menciona el artículo 288 del Código General del Proceso, la solicitud de dictamen será apropiada para ejercer el derecho de contradicción.” (Negrillas fuera de texto).

En la audiencia de que trata el artículo 77 del CPT y de la SS, llevada a cabo el 19 de septiembre de 2017, las partes con base en la demanda y su contestación fijaron el litigio, determinando que los problemas jurídicos a resolver consistían inicialmente en establecer si el dictamen emitido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez del Valle del Cauca le era oponible a la AFP Protección S.A. y de acuerdo con las posibles respuestas a ese planteamiento jurídico, esto es, de ser oponible, determinar si se cumplen los requisitos legales para reconocer la pensión de invalidez a favor del accionante, o en caso contrario, es decir, que no resulte oponible, establecer con base en la prueba pericial solicitada por la parte demandante, si el actor cumple con los requisitos para que se acceda a la prestación económica que solicita. Posteriormente al llegar a la etapa del decreto de pruebas, ordenó la práctica del dictamen pericial.
Una vez se cumplió con ese propósito, la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda remitió el dictamen Nº 6213391 – 1018 –fls.350 a 353-, lo que llevó a que el juzgado en auto de 19 de octubre de 2018 –fl.354- diera curso a lo dispuesto en el inciso 1º del artículo 228 del CGP, poniendo el experticio en conocimiento de las partes y corriéndoles traslado por el término de tres días, dentro del cual la AFP solicitó la comparecencia a la audiencia de trámite y juzgamiento al médico ponente del dictamen, en aras de interrogarlo sobre el contenido del mismo, petición que fue aceptada por el juzgado –fl.356-, lo que generó que en la correspondiente audiencia se escuchara al profesional de la salud encargado de la ponencia del dictamen, quien respondió todas las inquietudes de las partes y del despacho.
Nótese que lo afirmado por el apoderado judicial de la AFP Protección S.A. en la sustentación del recurso de apelación no obedece a la realidad, porque desde la contestación de la demanda, pasando por la fijación del litigio, el decreto y práctica de las pruebas, entre ellas, la pericial realizada por petición suya, era claro para las partes que una de los problemas jurídicos a resolver consistía en valorar el dictamen emitido por la Junta Regional de Calificación de Risaralda, en el evento en el que el expedido por la Junta Regional de Calificación del Valle del Cauca no le fuera oponible a la AFP, situación que en efecto se presentó, lo que le exigía a la juzgadora de primera instancia dar respuesta a ese planteamiento jurídico, tal y como lo hizo, sin que con ello haya sorprendido a la parte pasiva de la litis, quien realmente fue el que propuso la discusión que finalmente se dio.
En cuanto al segundo tema a decidir, baste decir que como lo sostiene la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, nada impide que una persona que se encuentra en estado de invalidez pueda percibir concomitantemente la pensión por invalidez y los salarios cancelados por su empleador, pues no existe norma que así lo prohíba, motivo por el que no le asiste razón al apoderado judicial de la parte demandada cuando afirma que el hecho de que el señor Alberto González González haya percibido algún ingreso económico por alguna actividad desempeñada con posterioridad al 10 de octubre de 2012, se constituya en una barrera para acceder a la pensión de invalidez. 
Adicionalmente a lo expuesto por el máximo órgano de la jurisdicción laboral, es del caso señalar que si ello no fuere así, el legislador no hubiere determinado en el artículo 33 de la Ley 361 de 1997, por medio de la cual se establecieron mecanismos de integración social de las personas en situación de discapacidad, la compatibilidad de la pensión de invalidez y del salario, cuando prescribió “El ingreso al servicio público o privado de una persona en situación de discapacidad que se encuentre pensionada, no implicará la pérdida ni suspensión de su mesada pensional, siempre que no implique doble asignación del tesoro público”, norma ésta que fue objeto de estudio por parte de la Corte Constitucional, quien en sentencia C-072 de 4 de febrero de 2003 la declaró exequible al concluir que esas asignaciones no tienen la misma naturaleza, lo cual explicó en los siguientes términos:

“Lo primero que hay que advertir es que la disposición acusada es, en la práctica, innecesaria. Es decir, bien podría el legislador no haber hecho explícito en el artículo 33 de la Ley 361 de 1997 el derecho de continuar percibiendo la pensión el limitado que ingrese a la actividad laboral, y éste continuaría percibiéndola, como ocurre, en general con las demás personas, pues, de acuerdo con la Constitución y las disposiciones legales referidas al derecho al trabajo y a la seguridad social, no habría ninguna razón para que la persona limitada que reciba una pensión e ingrese a laborar, se le suspenda el pago de la misma,  salvo cuando exista doble asignación del tesoro público, por una sencilla razón : la distinta naturaleza de los recursos de las mesadas pensionales y del salario. 

4.2.1 En efecto, por salario, se entiende la remuneración periódica y habitual que el trabajador recibe a cambio de la prestación del servicio. Es decir, es la consecuencia directa del derecho del trabajo, a que se refiere como derecho fundamental el artículo 25 de la Constitución. Y en el artículo 53 de la Carta se consagra dentro de los “principios mínimos fundamentales” del trabajo la “remuneración mínima vital y móvil. Proporcional a la cantidad y calidad de trabajo”. La Constitución protege tanto el derecho al trabajo como la consecuencia directa del mismo, que es el salario. 

4.2.2 En cambio, la naturaleza de la pensión no es como parecería entenderla el actor, en el sentido de una dádiva que graciosamente le otorga el Estado a una persona y que, en tal virtud, puede serle suspendida cuando aparentemente ya no se está en situación de debilidad. No, el derecho a la pensión surge del hecho de que la persona reunió una serie de requisitos e hizo aportes periódicos durante su vida laboral, con el fin de garantizar el amparo para él y su familia, contra las contingencias derivadas de la vejez, la invalidez y la muerte. No es, entonces, ningún regalo del Estado, sino la retribución de lo que la persona cotizó al Sistema de Seguridad Social, bien fuere a través del régimen solidario de prima media con prestación definida o a través del régimen de ahorro individual, como lo prevé la Ley 100 de 1993.

4.3 Entonces, no existe ninguna razón constitucionalmente válida para afirmar que por posibles razones constitucionales resulta incompatible que una persona limitada no pueda percibir la pensión a la que legalmente tiene derecho y, a su vez, el salario producto de su incorporación a la vida laboral.”.

De esta manera queda resuelto el recurso de apelación interpuesto por la AFP Protección S.A.

Costas en esta sede a cargo de la entidad recurrente en un 100%

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito.
SEGUNDO. CONDENAR en costas en esta instancia a la AFP Protección S.A. en un 100%.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
        ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
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